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Ref. Su solicitud de concepto1
Respetada señora.
Se basa la solicitud de concepto, en responder las siguientes inquietudes, relacionadas con la forma como opera la suspensión y corte de servicios públicos en un condominio, cuando el registro está en el interior de la copropiedad: 
“(...) 1. Quien debe autorizar el ingreso del personal para realizar el corte, la administración o el usuario?.
2. Si la autorización debe darla la administración, puede el usuario oponerse a dicha autorización?
Vale la pena aclarar, previa resolución a la consulta; que el presente documento tiene como fundamento el Artículo 252 del Código Contencioso Administrativo, es decir, que la respuesta al derecho de petición formulado en la modalidad de consulta, como en el presente caso, es general y abstracta, que en ningún caso compromete la responsabilidad de la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, ya que no es vinculante y no hace referencia a un caso particular y concreto.
Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero3 del artículo 79 de la Ley 142 de 19944, modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 20015 esta Superintendencia no puede exigir que los actos o contratos de las empresas de servicios públicos se sometan a su aprobación previa, por lo que no es posible pronunciarnos frente a quien debe autorizar la entrada para la suspensión o corte de los servicios públicos en un condominio o propiedad horizontal y si el usuario puede oponerse.
No obstante, hechas las anteriores precisiones y con el ánimo de otorgarle elementos que puedan aclarar sus inquietudes, damos respuesta de manera general, en los siguientes términos:
Dado que conforme al artículo 365 de la Constitución Política los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado y en desarrollo de tal precepto la ley 142 de 1994 en su artículo 4º les dio la calificación de esenciales, era necesario que las personas que los presten tuvieran una especial protección por parte de las autoridades para el ejercicio de los derechos que las leyes les autorizan.

Con ese propósito el artículo 29 de la ley 142 de 1994 adoptó el mecanismo preventivo del amparo policivo como lo ha llamado la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, disposición que contiene varios elementos. Por un lado, señala las autoridades – civiles o de policía - responsables de prestar el apoyo a las empresas de servicios públicos que en cumplimiento de la ley, encuentren oposición en el ejercicio de sus funciones.

La misma disposición señala los supuestos en los cuales deberán actuar tales autoridades, y, finalmente, dota a estas de un instrumento conminatorio para forzar a los perturbadores a cesar en sus acciones. 

Para la Corte Constitucional6, el amparo policivo es un mecanismo preventivo dirigido a restablecer el poder de hecho que el poseedor o tenedor ejerce sobre un bien inmueble o mueble, sin que importe en cada caso concreto la valoración jurídica relativa al derecho real o personal que el actor pudiera tener (propiedad, uso, usufructo, servidumbre, arrendamiento, etc.).

Comoquiera que la actuación de las autoridades en las situaciones del artículo 29 citado debe ser rápida y oportuna, en tales casos se siguen procedimiento especiales de policía para lo cual se puede pedir el apoyo de los gobernadores quienes de conformidad con el artículo 303 de la Constitución Política son agentes del Presidente de la República en la preservación del orden público, o las acaldes municipales los cuales, por virtud de lo dispuesto en el artículo 315 Superior, son la primera autoridad de Policía del municipio. Los procedimientos por seguir dependen en cada caso de la situación que se haya de conjurar. 

Adicionalmente, sobre el aspecto consultado, esta Oficina Asesora Jurídica mediante Concepto Jurídico SSPD-OAJ-2008-195, señaló: 

“ (… ) Finalmente, la Superintendencia advierte a las empresas de servicios públicos la importancia de adoptar en sus contratos de condiciones uniformes, las medidas tendientes a la suspensión del servicio para aquellos usuarios que no permitan realizar las revisiones a las instalaciones antes indicadas".
Por otra parte, de conformidad con el artículo 29 de la ley 142 de 1994, la empresa puede exigir de las autoridades de policía el amparo para que cesen los actos que entorpezcan o amenacen perturbar, en cualquier tiempo, el ejercicio de sus derechos. (...)” (Subrayado y negrilla fuera de texto).
En ese orden de ideas, la empresa debe revisar el procedimiento previsto en el contrato de condiciones uniformes para los casos en que los usuarios impidan la revisión de las instalaciones del servicio teniendo en cuenta que la empresa debe asumir todas las medidas necesarias para que esta se haga efectiva”.
De lo anterior se deduce, que el prestador está facultado por la ley para hacer efectivas las medidas de suspensión y corte del servicio previstas en la ley, a través del amparo policivo, cuando debiendo llevar a cabo la suspensión o corte del servicio, encuentra oposición a estas medidas.

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta Entidad.

Cordialmente,
MARINA MONTES ALVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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TEMA: AMPARO POLICIVO. Facultad de las ESP en casos de oposición al corte o suspensión del servicio.
2 ARTICULO 25. CONSULTAS. El derecho de petición incluye el de formular consultas escritas o verbales a las autoridades, en relación con las materias a su cargo, y sin perjuicio de lo que dispongan normas especiales. 
Estas consultas deberán tramitarse con economía, celeridad, eficacia e imparcialidad y resolverse en un plazo máximo de treinta (30) días. Las respuestas en estos casos no comprometerán la responsabilidad de las entidades que las atienden, ni serán de obligatorio cumplimiento o ejecución. 
3 PARÁGRAFO 1o. En ningún caso, el Superintendente podrá exigir que ningún acto o contrato de una empresa de servicios públicos se someta a aprobación previa suya. El Superintendente podrá, pero no está obligado, visitar las empresas sometidas a su vigilancia, o pedirles informaciones, sino cuando haya un motivo especial que lo amerite. 
4 Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones. 
5 Por la cual se modifica parcialmente la Ley 142 de 1994. 
6 Corte Constitucional. Sentencia No. T-048 del 14 de febrero de 1995. Magistrado ponente: Antonio Barrera Carbonell.
